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JUAN JOSÉ LUVIANO FUKUY (CONTRALOR DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO)

P80/2019

                                                                                          EDUARDO ZÚÑIGA CORTES




San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diez de marzo de dos mil veinte
VISTO para resolver el procedimiento administrativo de responsabilidad, expediente número P80/2019 del índice de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, que se instruye en contra de Eduardo Zúñiga Cortes, por su actuación como Oficial Judicial, Adscrito al Centro Integral de Justicia Penal, Sala Sede con Residencia en San Luis Potosí, derivado de la queja promovida por el Contralor del Poder Judicial del Estado, Juan José Luviano Fukuy, y

R E S U L T A N D O:
PRIMERO. El cinco de noviembre de dos mil diecinueve, el Contador Público Juan José Luviano Fukuy, Contralor del Poder Judicial del Estado, presentó escrito ante la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina, mediante el cual solicitó se iniciara procedimiento administrativo de responsabilidad en contra de Eduardo Zúñiga Cortes, en su calidad y adscripción arriba señalada.
SEGUNDO. - El once de noviembre de dos mil diecinueve y una vez que se encontraba debidamente integrado este procedimiento, se admitió a trámite este procedimiento administrativo de responsabilidad en contra de Eduardo Zúñiga Cortes, en su calidad de oficial judicial, adscrito al centro integral de justicia penal, sala sede con residencia en San Luis Potosí, por considerar que probablemente incurrió en faltas de carácter administrativo.
En ese proveído, se ordenó notificar, correr traslado y emplazar al servidor judicial denunciado. Notificación que se llevó a cabo de forma personal el veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve (f. 30 y 31); a quien en esa diligencia se le corrió traslado con diversos proveídos y del escrito de denuncia, en los que se le hizo saber la presunta falta administrativa que se le atribuía, la autoridad ante la cual se substanciaría el procedimiento, se le comunicó la fecha y hora en que se desahogaría la audiencia de ley, en la cual tenía la posibilidad de tener una defensa adecuada de forma verbal o escrita, además de que podía ofrecer las pruebas y alegatos de su intención. También, se le requirió para que señalaran domicilio en esta ciudad para oír y recibir notificaciones de carácter personal, o bien, a través de correo electrónico. Servidor judicial que en ese acto firmó para constancia legal.
En el auto admisorio, también se ordenó girar oficio a la directora del área de recursos humanos, para que en el término de tres días informara las circunstancias socioeconómicas de los denunciados; el nivel jerárquico y los antecedentes laborales; la antigüedad en el servicio público y en su cargo; y si el encausado ha sido sancionado en los últimos siete años, mediante procedimiento administrativo de responsabilidad a causa del incumplimiento de sus obligaciones. Directora que dio cumplimiento a lo requerido con el oficio ELIMINADO de tres de diciembre de dos mil diecinueve (f. 37).
Sin perjuicio de lo anterior, se instruyó asentar certificación y agregar a los autos del procedimiento, copia fotostática certificada de la resolución respectiva, en caso de que existieran en la secretaría ejecutiva de vigilancia y disciplina, registro de diversos procedimientos administrativos de responsabilidad o quejas administrativas, instaurados en contra del servidor judicial. Certificación que se encuentra visible a fojas 38 de este procedimiento.
Se hizo saber al quejoso que con fundamento en el artículo 120 del Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura, su derecho a formular denuncia se agotó con la presentación de la misma (f. 07 vuelta).

Se dio intervención al Agente del Ministerio Público adscrito a este órgano disciplinario para los efectos y fines a que se refiere el artículo 185, fracción I, parte final, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. Quien compareció mediante oficio 057/2019 de veintidós de noviembre de dos mil diecinueve (f. 34).
TERCERO. - El diez de diciembre de dos mil diecinueve, tuvo verificativo la audiencia de ley prevista por el artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, instruida y celebrada por el Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina del Consejo de la Judicatura.

Instalada la audiencia, se hizo constar la inasistencia de la parte quejosa Contador Público Juan José Luviano Fukuy, Contralor del Poder Judicial del Estado, y la inasistencia de Eduardo Zúñiga Cortes, servidor público denunciado, y se hizo constar que el agente del ministerio público compareció mediante oficio número 057/2019.
En ese acto, se dio cuenta con los instrumentos de prueba ofrecidos por la quejosa y los recopilados por la secretaría ejecutiva de vigilancia y disciplina.
En la etapa de contestación a las presuntas faltas que se le atribuyen al encausado, y toda vez que no compareció a la audiencia, y no existía constancia o escrito alguno en este sumario, por medio del cual haya dado contestación a las presuntas faltas que se le atribuyen, se le tuvo por perdido el derecho que pudo haber ejercido.
En la etapa de ofrecimiento de pruebas, se tuvieron por anunciadas las documentales e informes recabados por la secretaría ejecutiva de vigilancia y disciplina, y se tuvo al quejoso Contralor del Poder Judicial del Estado, en el oficio CPJ/478/2019, por ofreciendo las pruebas de su intención. Y por lo que toca al servidor público denunciado Eduardo Zúñiga Cortes, se certificó que no ofreció pruebas.
En la etapa de admisión y calificación de las pruebas, se admitieron y calificaron de legales todas las pruebas ofrecidas por el denunciante y las recabadas por la secretaría ejecutiva de vigilancia y disciplina.
En la etapa de desahogo de pruebas y dada la naturaleza de las mismas (documentales), se tuvieron por desahogadas en ese momento.

En lo tendente a la etapa de alegatos y en virtud de la inasistencia de las partes, se les tuvo por no ejerciendo su derecho a formular alegatos.
Y finalmente, en razón de que el expediente quedó cabalmente integrado, dado que no se encontraban medios de prueba pendientes por desahogar, se citó para resolver en definitiva este procedimiento administrativo de responsabilidad; y
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. - El Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí es competente para conocer y resolver este Procedimiento Administrativo de Responsabilidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 90 párrafo cuarto de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 86, 94, fracciones XXXI y XXXII, 183, 184 y 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
SEGUNDO. - Referente a la legitimación activa, al constituir una cuestión de orden público, y en consecuencia, de estudio preferente, su estudio debe de efectuarse previo a entrar al fondo del presente procedimiento administrativo.

En ese tenor, se tiene que el Contador Público Juan José Luviano Fukuy, Contralor del Poder Judicial del Estado, mediante escrito presentado el cinco de noviembre de dos mil diecinueve en la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia y Disciplina, solicitó se instaurara procedimiento administrativo de responsabilidad en contra de Eduardo Zúñiga Cortes, en su calidad de Oficial Judicial.
Referente al inicio del procedimiento administrativo, el artículo de la ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, dispone que:

“...El procedimiento administrativo se iniciará mediante queja de los órganos auxiliares o de los particulares que tengan interés jurídico, la que se formulará por escrito o de manera verbal, pero en éste último caso se levantará acta circunstanciada de la misma pero en éste último caso se levantará acta circunstanciada de la misma. También podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico del presunto infractor, o por cualquiera de los consejeros cuando la gravedad de la irregularidad observada así lo amerite y, en tal caso, corresponderá al Pleno del Consejo de la Judicatura imponer al responsable la sanción respectiva...”

El artículo 184 descrito líneas arriba, dispone un primer requisito de procedibilidad para dar inicio al procedimiento administrativo de responsabilidad, pues prescribe los entes facultados para presentar formalmente la queja correspondiente. De modo que autoriza a los órganos auxiliares y a cualquier particular que tenga interés jurídico; queja que podrá presentarse por escrito o de manera verbal.
Así, de acuerdo con el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, la Contraloría del Poder Judicial del Estado al ser el órgano encargado de controlar y vigilar el cumplimiento de las normas de funcionamiento administrativo que rijan a los órganos, servidores públicos y empleados del propio Poder Judicial del Estado, son ejercidas por el Contralor, como lo estipulan los artículos 107 y 109 de la Ley antes invocada, por lo que, el denunciante acreditó su calidad de Contralor del Poder Judicial del Estado con la copia certificada de su nombramiento, de lo que se desprende la facultad para presentar la denuncia, por tanto, se encuentra legitimado para iniciar este procedimiento administrativo de responsabilidad.

En lo que corresponde a la legitimación pasiva del servidor judicial encausado Eduardo Zúñiga Cortes, en su calidad de oficial judicial, el artículo 3, fracción XXVI, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, dispone quienes son servidores públicos, toda vez que dicha disposición señala lo siguiente:

“Artículo 3.-para efectos de esta Ley se entenderá por:
(…)

“XXVI Servidores Públicos: Las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.”
De igual manera, el numeral 175 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, establece los sujetos de responsabilidad administrativa, a saber:
“… Son sujetos de responsabilidad administrativa los magistrados, los consejeros, los jueces de primera instancia, jueces menores, los secretarios de acuerdos, secretarios de estudio y cuenta, subsecretarios, actuarios y visitadores, así como todos los demás servidores del Poder Judicial del Estado...”

En el mismo tenor, el acuerdo general centésimo primero del Pleno del Consejo de la Judicatura, en el artículo 4 señala las categorías que integran el sistema de justicia penal acusatorio:
“... Artículo 4.- Las categorías que integrarán el Sistema de Justicia Penal Acusatorio en el Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, son las siguientes:
“(…)”

“IX.- Oficial Judicial”

De la anterior norma transcrita, se observa que la fracción IX, dispone la categoría de oficial judicial, la cual corresponde al cargo que ostenta Eduardo Zúñiga Cortes, servidor judicial de quien en este procedimiento se estudia su responsabilidad.
Además, a fojas 37 de este sumario obra el oficio ELIMINADO signado por la directora de recursos humanos, en el que informa entre otras cosas, que Eduardo Zúñiga Cortes, a la fecha de presentación del oficio se desempeña como oficial judicial comisionado al centro de justicia penal regional, con sede en San Luis Potosí, y que cuenta con una antigüedad de dos años; documental pública a la que se le otorga valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido por los artículos 323 fracción II y 388 del Código de Procedimientos Civiles vigente en esta entidad federativa, de aplicación supletoria.

TERCERO. - La conducta que se le imputa al servidor judicial encausado es la contenida en el escrito inicial de queja signado por el Contador Público Juan José Luviano Fukuy Contralor del Poder Judicial del Estado, el cual se tiene por reproducido como si a la letra se insertara.

Escrito que no se considera necesario transcribirlo, pues éste se analizará posteriormente, y se precisarán con claridad los puntos sujetos a debate.
Así, del análisis del escrito inicial de queja, del auto de admisión de once de noviembre de dos mil diecinueve, se tiene que la cuestión a dilucidarse en este procedimiento administrativo de responsabilidad es la siguiente:

1. Determinar si el C. EDUARDO ZÚÑIGA CORTES, en su calidad de oficial judicial comisionado al centro de justicia penal regional, con sede en San Luis Potosí, a) incumplir con la obligación de presentar oportunamente las declaraciones tanto de modificación patrimonial como de intereses correspondientes al ejercicio del año dos mil diecisiete, esto es, en el mes de mayo de dos mil dieciocho.
Y si derivado de lo anterior, el servidor judicial incumplió con las obligaciones que tiene y que se encuentran contenidas en el artículo 49 fracción IV de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en relación con el diverso numeral 48, fracción IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí. Para establecer si se actualiza la falta administrativa que dispone el artículo 179, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

Por lo que, para estar en aptitud de determinar si el servidor público denunciado incurrió en las causas de responsabilidad administrativa que se le atribuyen, es necesario tener presente el contenido de preceptos antes invocados, los cuales son del tenor siguiente:
Ley General de Responsabilidades Administrativas

“Artículo 49.- Incurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:
“(…)

“IV.- Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por esta Ley;”
Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí
“Artículo 48.- Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:
“(…)

“IV.- Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por esta Ley;”
Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

“ARTICULO 179. Son faltas en general de los servidores judiciales:
“(…)

“IV.- Las infracciones y omisiones en que incurran, en relación con los deberes que les imponen las disposiciones de esta ley y las demás sustantivas y adjetivas del Estado, así como los reglamentos respectivos;”

CUARTO. - De conformidad con lo dispuesto en los artículos 185, fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, 270 y 280 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación supletoria a la materia que nos rige, se procede a conferirles el valor correspondiente a las pruebas que en su momento fueron admitidas a las partes.
Ofrecidas por el quejoso.
1. Documental primera. Copia certificada del oficio C.J. 3389/2013, de fecha veintiséis de noviembre de dos mil trece, signado por el magistrado Álvaro Eguía Romero, quien fungió como Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado (f. 16).

2. Documental segunda. Copia certificada del oficio DRH/1665/2018, signado por la licenciada Alejandra Eugenia González Castro, Directora de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado. (f. 17).

3. Documental tercera. Copia certificada del oficio CPJ-DP-039/2018, signado por el encargado del área de declaraciones patrimoniales de la Contraloría del Poder Judicial del Estado (f. 18).

4. Documental cuarta. Copia certificada del oficio CPJ-DP-121/2018 y de la impresión del acuse de recibido número 1825767 con número consecutivo 181468 signado por el encargado de área de declaraciones patrimoniales de la Contraloría del Poder Judicial del Estado (f. 19 a 22).

5. Documental quinta. Copia certificada del escrito signado por Eduardo Zúñiga Cortes, recibido en la Contraloría del Poder Judicial del Estado con fecha veintiocho de agosto de dos mil dieciocho (f. 23).

Se certificó que el servidor público denunciado no ofreció pruebas.

A todas las documentales anteriormente descritas, se les otorga pleno valor probatorio, según lo dispuesto en los artículos 323, fracción II, 373, 388 y 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria en los términos del ordinal 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

Documentales las anteriores que en conjunto acreditan que:
·  El servidor público denunciado presentó su declaración patrimonial y de intereses de forma extemporánea al vencimiento del plazo, es decir un día después de haber concluido el plazo para presentarla;

·  El encausado adujo como justificación que es su primer trabajo como servidor y no tenía conocimiento de sus obligaciones, además de haber batallado para cumplir con los requisitos que se le solicitaban.
Recabadas por la secretaría ejecutiva de vigilancia y disciplina.
1. Oficio original ELIMINADO, suscrito por la licenciada Eugenia González Castro, Directora de Recursos Humanos del Poder Judicial del Estado, documental con la que se acreditan las circunstancias socioeconómicas del servidor denunciado, su nivel jerárquico, sus antecedentes laborales, la antigüedad en el cargo que ostenta y refiere que, en el expediente personal del citado servidor, no cuentan con ninguna sanción en los últimos siete años.
2. Certificación realizada por el secretario ejecutivo de vigilancia y disciplina del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, con la que se acredita que conforme a los registros que se tienen en esa secretaría, Eduardo Zúñiga Cortes, no cuenta con ninguna sanción administrativa firme en los últimos siete años (f. 38).
Medios de prueba a los que se les otorga pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido en el artículo 323, fracción II, V y 388 del Código de Procedimientos Civiles del Estado aplicado de forma supletoria en los términos del ordinal 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

QUINTO.- Una vez que han sido precisadas las presuntas faltas administrativas atribuidas a Eduardo Zúñiga Cortes, y analizados que fueron el escrito de queja, el auto admisorio, las pruebas ofrecidas en el procedimiento y todas las actuaciones judiciales del mismo, este Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, considera FUNDADA la queja interpuesta, respecto de la conducta atribuida al servidor judicial y que es constitutiva de faltas administrativas, de acuerdo a los razonamientos lógico-jurídicos que se indican a continuación:

En principio, se abordará el estudio de la conducta que configura las faltas administrativas que se le atribuyen a Eduardo Zúñiga Cortes, en su desempeño como Oficial Judicial en el Centro Integral de Justicia Penal, Sala Sede San Luis Potosí.

La conducta que se le atribuye es: si como oficial judicial comisionado al centro de justicia penal regional, con sede en San Luis Potosí, incumplió con la obligación de presentar oportunamente las declaraciones tanto de modificación patrimonial como de intereses correspondientes al ejercicio del año dos mil diecisiete, esto es, en el mes de mayo de dos mil dieciocho.
Debe tenerse presente el contenido de los artículos 32 y 33, fracción II, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en correlación con los numerales 32 y 33, fracción II, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado, los cuales son del tenor siguiente:

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

“Artículo 32.- Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad y ante las Secretarías o su respectivo Órgano interno de control, todos los Servidores Públicos, en los términos previstos en la presente Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia.
“Artículo 33.- La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:
“(…)

“II.- Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año;”

LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
“ARTÍCULO 32.- Están obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración de situación de patrimonial y de intereses ante las contralorías u órganos internos de control, todos los servidores públicos, en los términos previstos por esta Ley, así como las personas que en términos del artículo 4º fracción IV de este Ordenamiento integren o conformen los patronatos, comités o afines a los que aluden los artículos, 64 y 65 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia.
“Artículo 33.- La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:
“(…)

“II.- Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año;”

La interpretación conjunta de los preceptos antes transcritos permite arribar a la conclusión de que todos los servidores públicos tienen la obligación de presentar bajo protesta de decir verdad, su declaración de situación patrimonial y de intereses, durante el mes de mayo de cada año, por lo que el plazo inicia el primero y finaliza el treinta y uno de ese mismo mes.

Dicha obligación es inexcusable y no admite excepciones, aun cuando no todos los servidores públicos manejen recursos, pues nuestra Ley Suprema dispuso en su artículo 108, que el deber en estudio es para todo servidor público, a fin de garantizar la transparencia, promover la integridad y la obligación de rendir cuentas.
Apoya lo anterior la tesis 2a. LXXXIX/2018 (10a.)
, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguiente:
DECLARACIONES DE SITUACIÓN PATRIMONIAL Y DE INTERESES. TODOS LOS SERVIDORES PÚBLICOS, POR MANDATO CONSTITUCIONAL, ESTÁN OBLIGADOS A PRESENTARLAS (CONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTÍCULOS 32 Y 46 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). Conforme al último párrafo del artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los servidores públicos están obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determine la ley; a su vez, los artículos 32 y 46 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas disponen que todos los servidores públicos están obligados a hacerlo ante las Secretarías o el respectivo órgano interno de control. Por su parte, el Sistema Nacional Anticorrupción, creado en 2015, se rige por los principios de legalidad, honradez, transparencia, lealtad, imparcialidad y eficacia, y busca promover la integridad y la obligación de rendir cuentas; en armonía con estos objetivos se encuentra la obligación, de todo servidor público, de presentar sus declaraciones de situación patrimonial y de intereses, sin que pueda considerarse que aquellos que estaban en activo, antes de la reforma constitucional que introdujo el Sistema referido, y que por ley no estaban obligados a presentarlas, adquirieron el derecho a no hacerlo, pues el deber que ahora han de cumplir deriva del texto del artículo 108, último párrafo, mencionado, justamente porque las normas constitucionales, como creadoras de un sistema jurídico, tienen la capacidad de regular y modificar actos o situaciones ya existentes, como aconteció en el caso, en beneficio de la sociedad.

Con base en el orden de ideas antes expuestas, se analizan en forma conjunta las pruebas documentales tercera y cuarta, reseñadas en el considerando Cuarto que antecede, a las cuales se les concedió pleno valor probatorio y con las que se acredita que el primero de junio de dos mil dieciocho, a las ocho horas con cuarenta minutos y ocho segundos antes meridiano, el servidor público denunciado presentó las declaraciones de modificación patrimonial y de intereses, correspondientes al ejercicio dos mil diecisiete, mediante el sistema electrónico denominado DECLARAPAT PJESLP, a cargo de la Contraloría del Poder Judicial del Estado.

Por tanto, la presentación de la declaración patrimonial y de intereses fue presentada un día después de su vencimiento, tomando como base que la fecha límite es el día treinta y uno de mayo del año que corresponda.

En esa tesitura y considerando las pruebas documentales antes referidas, las cuales tienen valor probatorio pleno y la ausencia de prueba que desvirtúe lo aquí imputado, se concluye que ESTÁ ACREDITADO en autos que Eduardo Zúñiga Cortes sí incumplió con su obligación de presentar su declaración patrimonial y de intereses dentro del plazo previsto por la ley, esto es, antes del treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete, tal como lo dispone el artículo 33, fracción II, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en correlación con el numeral 33, fracción II, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.
Además, en la audiencia de ley, se hizo constar la inasistencia del servidor judicial denunciado, por tanto, en este sumario no obra escrito alguno con el cual haya dado contestación a las faltas que se le atribuyen.

Tampoco obsta a la conclusión antes alcanzada, el escrito signado por el servidor público denunciado y que fue reseñado como documental pública quinta en el considerando que antecede, ocurso en el cual el encausado pretendió justificar la presentación extemporánea de su declaración patrimonial y de intereses, manifestando que desconoce el procedimiento por ser su primer trabajo como empleado público y desconocía sus obligaciones, empero tal aseveración debe tomarse como infundada en razón de que el denunciado se trata de un servidor público con preparación, condición socioeconómica, nivel jerárquico y condiciones personales que le permite conocer, valorar y aceptar las consecuencias del incumplimiento a la obligación que tenía de presentar en tiempo su declaración patrimonial.
En tales condiciones, se configura la falta administrativa prevista por el artículo 179, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, debido a que ha quedado plenamente acreditado que Eduardo Zúñiga Cortes, incurrió en el incumplimiento a sus deberes como servidor público, consistente en la presentación extemporánea de su declaración patrimonial y de intereses.
SEXTO.- Toda vez que la queja interpuesta en contra del servidor judicial responsable se declaró FUNDADA, este Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, procede a la aplicación de la sanción administrativa correspondiente a Eduardo Zúñiga Cortes, en su calidad de oficial judicial adscritos al centro integral de justicia penal, sala sede San Luis Potosí, de conformidad con lo que establecen los artículos 94 fracción XXXII, 182 y 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

En esas condiciones, para imponer la sanción justa, pertinente, proporcional y no excesiva, se observará lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, que señala:
“Artículo 75. Para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo anterior se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes:

“I. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la antigüedad en el servicio;

“II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y

“III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones.

“En caso de reincidencia de faltas administrativas no graves, la sanción que imponga el órgano interno de control no podrá ser igual o menor a la impuesta con anterioridad.

“Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada y hubiere causado ejecutoria, cometa otra del mismo tipo.”

Así, de conformidad con lo que dispone el artículo reseñado, se procede a la individualización de la sanción, atendiendo a los elementos precisados en la norma de referencia:

I. En cuanto al nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, en el referido oficio ELIMINADO se hizo constar que a la fecha en que se suscribió, Eduardo Zúñiga Cortes, tiene la categoría de oficial judicial y que cuenta con una antigüedad de dos años.

En lo que atañe a los antecedentes del infractor, la mencionada directora de recursos humanos, manifestó en su oficio que el encausado no tiene registro en su expediente personal.
En ese orden de ideas, lo relativo al nivel jerárquico del servidor judicial es una circunstancia que opera en su perjuicio, debido a que al otorgársele el cargo que ostentó, quedó incorporado a este Poder Judicial del Estado, como parte esencial de éste, y, por lo tanto, sujeto a una serie de obligaciones y derechos que integran una condición especial al participar en el ejercicio del poder público. Pero, lo referente a la inexistencia de algún procedimiento administrativo de responsabilidad, este elemento se considera neutro, ni le beneficia ni le perjudica.

En lo concerniente a la antigüedad del servidor denunciado, como ya ha quedado expuesto en el análisis del elemento anterior, Eduardo Zúñiga Cortes tiene una antigüedad de dos años. En ese sentido, se considera que es suficiente para saber que debía presentar su declaración patrimonial en tiempo y forma. Y por eso, este elemento corre en contra del encausado.

II. Respecto de las condiciones exteriores y los medios de ejecución de las faltas o irregularidades detectadas, se señala que las mismas han quedado precisadas en esta resolución, acreditándose plenamente que Eduardo Zúñiga Cortes, incurrió en la falta administrativa prevista en el artículo 179, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, al no presentar dentro del plazo legal su declaración patrimonial y de intereses, faltando con ello la obligación de garantizar la transparencia, promover la integridad y la obligación de rendir cuentas.
III. En cuanto a la reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones, se analiza la certificación que realizó el secretario ejecutivo de vigilancia y disciplina de seis de diciembre de dos mil diecinueve (foja 38) y lo expuesto por la directora de recursos humanos en el oficio ELIMINADO, de los cuales se advierte que no existe ningún procedimiento de responsabilidad en el cual se le hubiese impuesto alguna sanción al servidor denunciado.
De modo que, al no existir determinaciones administrativas impuestas al servidor encausado, al momento de la presente resolución no se puede considerar reincidente y esta situación opera en su beneficio.

Además, resulta fundamental sancionar todas las faltas disciplinarias en que puedan incurrir los servidores judiciales por el incumplimiento de sus obligaciones, imputables a ellos por la calidad de servidores públicos del Estado, por ello, es de primordial importancia castigar estas conductas constitutivas de faltas disciplinarias para que sus realizaciones no se establezcan como costumbre en los tribunales y se vicie la administración de justicia.

Por otra parte, en el caso particular, no existe prueba o indicio alguno de los que se advierta que como consecuencia de la falta administrativa en que incurrió el C. Eduardo Zúñiga Cortes, haya obtenido algún beneficio económico.

Una vez analizados en lo individual los elementos que establece el artículo 75 Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, se procede a considerarlos en forma global, ponderando los que operan en su beneficio, como lo es el hecho de que la responsabilidad administrativa que se acreditó es no grave, pues no hubo beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de las obligaciones cargo del servidor público denunciado, además de que Eduardo Zúñiga Cortes, no es reincidente en el incumplimiento de sus obligaciones.

En ese tenor, para fijar la sanción a imponer a Eduardo Zúñiga Cortes, en su calidad de Oficial Judicial en el Centro Integral de Justicia Penal, sala sede en San Luis Potosí, se toma en consideración lo previsto por el artículo 181 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, el cual establece el catálogo de sanciones administrativas que en este apartado se examina, en la forma y términos que enseguida se puntualizan.

“ARTICULO 181. Las sanciones administrativas consistirán en:

“I. Amonestación o apercibimiento, que podrá hacerse en público o en privado, según la gravedad de la falta;

“II. Sanción económica por el equivalente de doscientos a trescientos días de salario mínimo general vigente en la región al momento de cometerse la falta, siempre que no se obtenga un beneficio, o se cause un daño o un perjuicio;

“III. Suspensión hasta por sesenta días; 

“IV. Destitución del puesto o cargo, y

“V. Inhabilitación para desempeñar cargo o empleo alguno en el Poder Judicial del Estado:

“a) Hasta por dos años, cuando no se obtenga lucro ni se causen daños o perjuicios.

“b) De seis meses a tres años en caso de que se obtenga algún beneficio o se causen daños o perjuicios, si el monto de aquellos no excede de cien veces el salario mínimo mensual vigente en la región.

“c) De tres a diez años, si los daños o perjuicios causados exceden el límite señalado en el inciso anterior…”

Así, este órgano colegiado, en el ámbito de su competencia y con el arbitrio judicial de que goza para la imposición de las sanciones administrativas, estima que para castigar la falta administrativa en que incurrió el servidor judicial, con la finalidad de que no vuelva a cometerla, en atención a las particularidades del caso y en razón de que la falta no es considerada grave, de que no hubo beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de las obligaciones, atendiendo a las condiciones exteriores y los medios de ejecución y de que no es reincidente, se impone a Eduardo Zúñiga Cortes, la sanción a que se refiere la fracción I del artículo 181 en consulta, consistente en “AMONESTACIÓN PÚBLICA”.
Además, la amonestación se prevé como una corrección disciplinaria, toda vez que se trata de una reprensión para que no se reitere una conducta que constituye una falta administrativa, además de exhortar al responsable de su comisión a no reiterarla.
Ahora bien, la amonestación pública no afecta la dignidad humana del servidor público sancionado, ya que a partir de que se demostró su responsabilidad en la realización de una falta administrativa, se le conmina a que no reitere la conducta respectiva, sin que tal exhortación tenga como finalidad deshonrarlo ni desprestigiarlo jurídica ni socialmente, pues no trasciende su ámbito laboral, de ahí que ni por asomo pueda equiparse a una pena de infamia.

Apoya lo anterior, la tesis 1a. XCVII/2008, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, Octubre de 2008, materia constitucional, página 418, a saber:
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA AMONESTACIÓN PÚBLICA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO CONSTITUYE UNA PENA INFAMANTE DE LAS PROHIBIDAS POR EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La infamia prohibida por el citado precepto constitucional es la sanción cuya consecuencia es el deshonor o el desprestigio público, y que derivado de ello afecta la vida jurídica y social del sancionado. En ese tenor, se concluye que la amonestación pública que como sanción por falta administrativa establece el artículo 13, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, no constituye una pena infamante de las prohibidas por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que se trata de una reprensión que pretende evitar la reiteración de una conducta constitutiva de una falta administrativa. En efecto, si se toma en cuenta que el artículo 16, fracción I, de la Ley indicada dispone que la amonestación a un servidor público será ejecutada por su jefe inmediato, resulta evidente que el hecho de que el aludido artículo 13 prevea que la amonestación sea pública no tiene como consecuencia la afectación de la dignidad humana del sancionado, ni el deshonor o desprestigio público que permita equipararlo a la pena prohibida de infamia, ya que a partir de que se demuestra su responsabilidad en la realización de una falta administrativa, se le conmina a que no reitere la conducta respectiva, sin que tal exhortación tenga como finalidad deshonrarlo o desprestigiarlo jurídica y/o socialmente.

SÉPTIMO.- De conformidad con el artículo 94, fracción XXIV de la referida Ley Orgánica, en ejercicio de las atribuciones conferidas a este Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado de San Luis Potosí, y dado el sentido de la presente resolución, se ordena inscribir esta resolución en los archivos de los expedientes que esta autoridad lleva para efectos de registro, control, evaluación y seguimiento de los actos del desempeño del personal del Poder Judicial del Estado, a través de la Unidad de Estadística, Evaluación y Seguimiento, de la Dirección de Recursos Humanos y de la Contraloría del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.
OCTAVO. Notifíquese esta determinación de manera personal a Eduardo Zúñiga Cortes, a la parte quejosa, y al agente del Ministerio Público adscrito a este órgano colegiado, en el domicilio que para ello se tiene autorizado en autos, respectivamente, para los efectos legales a que haya lugar.

NOVENO. Una vez efectuadas las diligencias y trámites ordenados, archívese este asunto como totalmente concluido.
Por lo anteriormente expuesto, lo cual se encuentra debidamente fundado y motivado en cada una de las disposiciones legales   invocadas, este Pleno del Consejo de Judicatura del Poder Judicial del Estado;

R E S U E L V E:
PRIMERO. - El Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver este procedimiento administrativo de responsabilidad, de conformidad con el considerando primero de esta sentencia.

SEGUNDO. - La queja formulada en contra de Eduardo Zúñiga Cortes, en su calidad de oficial judicial en el centro integral de justicia penal, sala sede en San Luis Potosí, resultó FUNDADA acorde con lo expuesto en el considerando quinto del presente fallo.

TERCERO. De conformidad con lo dispuesto en el considerando sexto de la presente resolución, se impone a Eduardo Zúñiga Cortes, la sanción consistente en AMONESTACIÓN PÚBLICA.

CUARTO. - Conforme lo ordenado en el considerando séptimo de esta determinación, dado que en el presente procedimiento se impuso sanción administrativa, se ordena inscribir la resolución en los archivos de su expediente, que esta autoridad lleva para efectos de registro, control, evaluación y seguimiento de los actos del desempeño del personal del Poder Judicial del Estado.
QUINTO. - Notifíquese esta determinación de manera personal a Eduardo Zúñiga Cortes, a la parte denunciante y al agente del Ministerio Público adscrito a este Consejo de la Judicatura, en el domicilio que para ello se tiene autorizado en autos.
SEXTO. - En su oportunidad, archívese este asunto como totalmente concluido.
A S I, por unanimidad de votos lo resolvieron los integrantes del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, Consejera Presidenta Olga Regina García López, Consejera Diana Isela Soria Hernández, Consejero Jesús Javier Delgado Sam, y Consejero Huitzilihuitl Ortega Pérez, siendo ponente el cuarto en mención, ante la Secretaria Ejecutiva de Pleno y Carrera Judicial, licenciada Geovanna Hernández Vázquez, quien autoriza y da fe.
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